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León, Guanajuato, a 30 treinta de marzo del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 181/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano GERARDO MUÑOZ CAMPOS, en contra del Director de Control del Desarrollo, de la Dirección General de Urbanismo, de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los  siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la existencia del acto impugnado, se acredita con el original del oficio número de control 9-57211/2008, de fecha 25 veinticinco de junio del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director de Control del Desarrollo de este Municipio, documental que obra el secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada aduce que se actualiza la  causal de improcedencia prevista en la fracción VII de artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en relación con la fracción VII del artículo 265 del mismo Código, en razón de que de los conceptos de impugnación que manifiesta el actor no se desprende una relación lógica-jurídica tendente a demostrar el perjuicio que sufrió con la emisión del acto impugnado. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA,  en virtud de que de una minuciosa lectura del escrito de demanda, se advierte que se esgrime argumentación lógica y jurídica tendente a desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado y se deduce la causa de pedir, pues se dirige a desvirtuar la legalidad del oficio impugnado, por considerarlo carente de fundamentación y motivación. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la autoridad esgrime que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que esta autoridad esta admitiendo a tramite un juicio de nulidad, siendo que el referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en ningún apartado contempla la figura de juicio de nulidad. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que el haberse denominado juicio de nulidad a este proceso administrativo no trae ninguna consecuencia jurídica, pues en materia contenciosa administrativa para identificar una controversia suscitada entre particulares y autoridades, se utilizan vocablos como “juicio de nulidad”, “proceso administrativo” y “causa administrativa”,  de ahí que lo argumentado por la autoridad. . 
Ante la inoperancia de las causales aducidas por la autoridad y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación o agravios. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el cuarto punto de conceptos de agravio o de impugnación, el actor aduce que la resolución impugnada, viola sus derechos subjetivos públicos, ya que sin haber fundado y motivado la resolución, la autoridad demandada estableció en su resolución que de acuerdo a la solicitud de licencia de anuncios autosoportados publicitario de azote en el Boulevard Adolfo López Mateos número 813 de la colonia Obrera, resuelve como improcedente, dejándolo en estado de indefensión, toda vez que en ningún momento motiva la resolución, ya que únicamente señala el contenido del artículo 27 del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, que refiere que su petición es improcedente pero que no señala por que resulta improcedente, lo cual le viola lo dispuesto en el contenido del artículo 16 Constitucional, que el acto impugnado es ilegal y arbitrario, en virtud de que no realiza motivación alguna para negar la solicitud planteada a efecto que le conceda la licencia respectiva. En tanto que, la autoridad a este punto contesta que en ningún momento se le causa agravio al actor, puesto que el documento impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Concepto de impugnación o agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, este Órgano de Control de la Legalidad se abstiene de analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto impugnado, limitándose a estudiar la legalidad o ilegalidad del oficio combatido, toda vez que de la argumentación expresada en este punto de agravio se deduce la causa de pedir, pues de los razonamientos lógico-jurídicos se esta en posibilidad de desprender el precepto y el Ordenamiento Legal que fueron violados en perjuicio de la parte actora. . . . . .  . . . . . . 

De un minucioso análisis al oficio con número de control 9-57211/08 de fecha 25 veinticinco de junio del año 2008, dos mil ocho, por un lado se advierte que el Director de Control del Desarrollo, resuelve como improcedente la solicitada Licencia para los Anuncios Autosoportados Publicitarios de Azotea en el Boulevard Adolfo López Mateos número 813 de la colonia Obrera en esta ciudad; y, por otro lado, se advierte que apoya su negativa en el artículo 27 fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, entre otros preceptos legales del mismo Ordenamiento; empero, es el caso que la autoridad sólo se limita a transcribir el citado artículo y las fracciones señaladas, sin indicar el por que no se cumple con los requisitos exigidos por las diversas fracciones del referido numeral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, es el caso que el oficio tildado de ilegal, no se encuentra motivado, pues la autoridad demandada solo le hace saber al actor que resulta improcedente el otorgamiento de la licencia solicitada, sin dar a conocer de manera pormenorizada las razones y motivos del por qué el justiciable no reúne cada uno de los requisitos que le exigen las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII del artículo 27 de invocada Reglamento, ya que debe mencionar en forma detallada las causas, razones y circunstancias inmediatas que no permiten autorizar la instalación de los anuncios autosoportados publicitarios de azotea en el inmueble ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 813 de la colonia Obrera, de esta ciudad; así tenemos que la autoridad demandada, le deja de expresar por qué las características del inmueble no  se adecuan o encuadran en la fracción I del referido artículo, pues se omite mencionar si el terreno sobre el cual se encuentra la construcción en donde se instalará el anuncio de merito, es menor de 250 doscientos cincuenta metros cuadrados; también se omite indicar de manera pormenorizada las razones del por qué en su caso la cartelera de los anuncios tiene una longitud mayor a 12.90 doce metros y noventa centímetros y más de 7.20 siete metros y veinte centímetros de altura, datos que sirven para determinar si se cumple o no con el requisito previsto en la fracción II del referido artículo 27; asimismo, no se menciona si la proyección es horizontal o si el anuncio ocupa la superficie de la azotea, o bien, si obstruye el paso de personas, para determinar el cumplimento o no de las exigencias de la fracción III; del mismo modo, deja de razonar detalladamente el perímetro de los anuncios que sobresalen de la azotea, ni menciona los metros que invaden el plano virtual, la vía pública o los predios colindantes, estas reseñas son necesarias, a efecto de concluir si se cumple o no con el requisito requerido por la fracción IV; de igual manera, no se menciona si los anuncios obstruyen la visibilidad a los vecinos del predio colindante, ni como y que método se utilizó para fijar la distancia que existe entre los anuncios y los predios colindantes, elementos indispensables para establecer la distancia mínima de 20 veinte metros, que establece la fracción V; del mismo modo, deja de mencionar pormenorizadamente como determinó que las carátulas no se encuentran al mismo nivel, el por qué son mayores a los 2.20 dos metros y veinte centímetros, contados desde la losa de la azotea hasta la parte inferior de la cartelera, circunstancia necesaria para establecer si cumple o no con el requisito previsto en la fracción VI; y, por último, tampoco se expresan, los elementos, actividades o pasos que realizó y que consideró para determinar que entre un anuncio y otro no existe una distancia de 100 cien metros, además, omite indicar si son metros lineales o radiales y jamás señala el por qué no otorgó a la actora la tolerancia de los 10 diez metros que indica la fracción VII, elementos que se requieren a fin de determinar si cumple o no con el requisito que establece esta fracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A mayor abundamiento, la autoridad demandada para negarse a otorgar la licencia solicitada, debe expresarle al ciudadano Gerardo Muñoz Campos, de una manera detallada el por qué su solicitud no encuadra en cada uno de los supuestos jurídicos previstos en cada una de las fracciones del artículo 27 del referido Reglamento de Anuncios, para que se encuentre debidamente motivado, lo que no acontece en la especie, de ahí que, el acto impugnado no se encuentra motivado. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Octava Época, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 64, Abril de 1993, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43, bajo el rubro siguiente: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, la carencia de motivación del acto administrativo a debate, traen consigo su ilegalidad, en razón de que carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; vicio de carácter formal que afectan de manera directa e inmediata la esfera de derechos del ciudadano Gerardo Muñoz Campos, violándose en su perjuicio el principio de legalidad previsto en el artículo 4º, primer párrafo, del Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción III, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declararse la nulidad del oficio con número de control 9-57211/2008, de fecha 25 veinticinco de junio del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director de Control del Desarrollo, de la Dirección General de Urbanismo, de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, de León, Guanajuato, para el efecto de que la autoridad demandada con plenitud de competencia emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, debiendo informar a este Juzgado el cumplimiento dado a esta sentencia. Respecto a la declaración de la nulidad para efectos, es ilustrativo el  criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Tomo: 49 Sexta Parte; visible a página: 32, bajo el rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, FALTA DE. EFECTOS DE LA NULIDAD. Si la nulidad se declara porque las resoluciones impugnadas carecieron de fundamentación y motivación, dicha nulidad se debió declarar para el efecto de que las autoridades demandadas dictasen unas nuevas resoluciones, adecuadamente fundadas y motivadas, pero sin entrar al estudio de las cuestiones de fondo relativas a la concesión o negativa de lo solicitado, al amparo de la fundamentación y motivación legal que pudieron haberse o deberían haberse dado.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que al resultar procedente el concepto de agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto combatido y es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en su escrito de demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías  la  protección y el  amparo  de la justicia  federal,  resulta  innecesario  el estudio de los demás motivos de queja”. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio con número control                 9-57211/2008, de fecha 25 veinticinco de junio del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director de Control del Desarrollo, de la Dirección General de Urbanismo, de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, de León, Guanajuato, a través del cual se resuelve improcedente la autorización para la instalación del anuncio autosoportable publicitario de azotea en el inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 813 de la colonia Obrera de esta ciudad, para el efecto de que la autoridad demanda subsane el vicio formal de motivación, esto es, para que con libertad de competencia emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, debiendo informa a este Juzgado el cumplimiento dado a este fallo; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . .
Así lo resolvió y firma, en cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 30 TREINTA DE MARZO DEL AÑO 2009, DOS MIL NUEVE, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 181/2008-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
